Carátula 


SEÑORA PRESIDENTA.- Habiendo número, queda abierta la sesión. 
(Es la hora 16 y 35 minutos.) 


-La Comisión comunica a sus miembros que ha ingresado un proyecto de ley relativo al 
traspaso de un padrón del Ministerio de Defensa Nacional a la Intendencia de Florida, cuyo repartido 
será distribuido durante la semana. Se trata de una iniciativa muy simple, porque radica en traspasar - 
como dije- un padrón del Ministerio de Defensa Nacional a la Intendencia de Florida. Nuestra 
aspiración es que podamos estudiar el proyecto y aprobarlo durante la semana, y adelanto que el 
Ministerio traspasa ese padrón a la Intendencia de Florida porque esta necesita ese recurso. Como ya 
se indicara, el documento se distribuirá durante la semana porque recién ingresó y todavía no se ha 
elaborado el repartido. 


Por otra parte, ingresó otro proyecto de ley que consta de un artículo único, que fue 
aprobado por la Cámara de Representes, y que plantea la prórroga durante unos meses para 
efectivizar el traslado de la Dirección de Meteorología desde el Ministerio de Defensa Nacional al de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. Por cierto, es un tema complejo en la medida en 
que involucra funcionarios, entre los cuales hay civiles, militares y asimilados, así como bienes y 
rubros. Por esa razón no dan los tiempos para hacer dicho traslado dentro de los plazos previstos en 
la Ley de Presupuesto. 


La Presidencia solicita a los miembros de la Comisión que hagamos un esfuerzo para poder 
aprobar estas dos iniciativas antes de que termine el año, porque son cuestiones casi de trámite que 
nos permitirían cumplir con un pedido de la Intendencia de Florida y con otro del Ministerio. 


(Ingresa a Sala la señora Ministra de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente y el 
señor Director Nacional de Ordenamiento Territorial.) 


-La Comisión da la bienvenida a la señora Ministra de Vivienda, Ordenamiento Territorial y 
Medio Ambiente, arquitecta Graciela Muslera, y al Director de Ordenamiento Territorial, ingeniero 
agrónomo Manuel Chabalgoity. 


Hemos hecho esta convocatoria porque la Comisión estaba interesada en conocer de forma 
directa, de las autoridades, los pasos que se han dado y la perspectiva en torno al puente sobre la 
Laguna Garzón. Tenemos conocimiento de que se hicieron audiencias públicas, por lo que deseamos 
conocer en qué punto se encuentra este asunto. Cabe agregar que la semana que viene recibiremos, 
por este mismo tema, a los Intendentes de los dos departamentos vinculados. 


SEÑOR BORDABERRY.- Dado que fui yo quien solicitó la comparecencia de la señora Ministra, 
quisiera plantear a grandes rasgos nuestras preocupaciones, a efectos de que sean tenidas en cuenta 
en la exposición. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Creo que eso ayudaría al trabajo de la Comisión. 


SEÑOR BORDABERRY.- Antes que nada, agradezco a la señora Ministra y al señor Director de 
Ordenamiento Territorial por acompañarnos el día de hoy y brindarnos la información que esperamos. 


Tengo que lamentar la demora en el envío de la documentación, pues los Senadores la 
recibimos ayer a las 5 o 6 de la tarde; se remitió a las 2 de la tarde al Parlamento y con toda celeridad 
la secretaría de la Comisión hizo copia para que los Senadores pudiéramos contar con ella. Pero 


obviamente, con menos de 24 horas de anticipación es muy difícil interiorizarse en el tema, leer, 
profundizar e, incluso, consultar a expertos para quienes no somos especialistas en la materia de 
ordenamiento territorial. Me consta que la Secretaría de la Comisión y mi secretaria personal llamaron 
reiteradas veces a la Cartera y yo personalmente hablé hace 10 días con la secretaria de la señora 
Ministra pidiendo que se nos enviara la documentación con tiempo. Pero lamentablemente la enviaron 
con menos de 24 horas y no pudimos detenernos en su estudio todo lo que hubiéramos querido. 
Quizás eso lleve a que, una vez que profundicemos en el asunto, debamos convocar nuevamente a la 
señora Ministra, lo cual lamentamos porque entendemos que ella tiene muchas ocupaciones. De todos 
modos, analizaremos si ello es necesario. 


Por otra parte, aclaro que hay documentación que no fue enviada; específicamente, en la 
resolución que tomó el 18 de octubre de 2011, en el “Considerando” la señora Ministra hace referencia 
a un informe de la División de Evaluación de Impacto Ambiental, de fecha 17 de octubre de 2011, que 
es el fundamento de la resolución. Creemos que ese es un documento fundamental para poder 
estudiar este tema, por lo que solicitamos que se nos lo envíe. La documentación que se nos remitió, 
excepto las tres resoluciones de la señora Ministra -las dos que convocan a la audiencia y la que 
dispuso que el Ministerio de Transporte y Obras Públicas presentara un estudio elaborado para 
determinadas situaciones- no fue elaborada por el Ministerio de Transporte y Obras Públicas ni por 
técnicos contratados por la DINOT o la DINAMA, sino por privados, por terceros interesados 
directamente, entre ellos un desarrollador inmobiliario de la zona. 


Obviamente, necesitaríamos tener los informes oficiales que recaen sobre los informes 
privados hechos por profesionales contratados por quien tiene interés directo. 


El 27 de octubre pasado nos informamos por la prensa de la decisión que tomó la Ministra y 
desde ya adelanto que la compartimos, es decir, no la objetamos sino que, por el contrario, queremos 
apoyarla porque nos parece que está en el camino correcto una vez más. En declaraciones al Diario El 
País, el 27 de octubre la señora Ministra dijo que tiene dudas sobre el emplazamiento del puente, que 
hay que analizar si el lugar es el correcto o no, que tiene dudas sobre el impacto que pueda llegar a 
tener el puente en el relacionamiento entre la laguna y el océano, que tiene la certeza acerca de la 
necesidad de una conexión, que quiere estar segura antes de tomar una decisión y que, por ese 
motivo, pidió al promotor -el Ministerio de Transporte y Obras Públicas- que evalúe las implicancias que 
puede tener el puente en el relacionamiento entre la laguna y el océano. 


Por supuesto, compartimos estas cuestiones porque toda esa zona de lagunas se relaciona a 
través de barras con el océano, todo lo cual es un patrimonio natural para cuidar, pero se trata de algo 
que impacta en el ordenamiento territorial porque la naturaleza es la que impacta allí. Por tanto, es el 
principal elemento que hay que considerar. 


Nos preocupa que se expida el Ministerio de Transporte y Obras Públicas pero, según la 
documentación que nos enviaron -me estoy desayunando de este aspecto en este momento- la que 
hizo los estudios es una empresa llamada Jawinsky Sociedad Anónima, que pertenece a otra empresa 
argentina de nombre Consultatio Sociedad Anónima, a cargo del señor Constantini. Esta empresa fue 
la que hizo el estudio que el Ministerio de Transporte y Obras Públicas presentó como suyo al 
Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. 


También nos preocupa que en cuanto al ordenamiento territorial existan dos estrategias 
distintas entre lo que ha sido el plan de ordenamiento territorial de Maldonado y el existente en Rocha. 
En este último departamento el plan es muy focalizado en el desarrollo costero, mientras que las 
directrices de ordenamiento territorial de Maldonado se enfocan en el desarrollo costero y del interior, lo 
que parece mucho más amigable desde el punto de vista del ordenamiento territorial. Obviamente, si 
se van a vincular estos dos departamentos puede haber algún tipo de tensión, en la medida que un 
departamento prioriza el desarrollo costero -como es el caso de Rocha- mientras que el otro 
hace un desarrollo mucho más sensato y lógico -como es el caso de Maldonado- pues declara como 
zona potencialmente transformable a toda la zona al sur de la Ruta 9. El departamento de Rocha lo 
hace específicamente sobre la Ruta 10. 


En esta rápida revisión que hemos hecho de la información que nos hicieron llegar, como dije 
antes, vemos que faltan estudios -en esto coincidimos con la señora Ministra- en especial en cuanto al 
impacto del puente. A su vez, hemos visto que faltan estudios en lo que refiere a otras opciones sobre 
este puente. 


La señora Ministra ha dicho que, en realidad, la Cartera tiene que juzgar exclusivamente si 
esta opción es válida o no, pero creo que desde el punto de vista del ordenamiento territorial sería 
bueno estudiar otras opciones. Sabemos que el señor Representante José Carlos Cardoso, además de 
algunos estudios del departamento de Rocha, ha promovido otra opción al respecto. 


Asimismo, en los documentos que nos han enviado encontramos un mapa en el que, si bien 
no se hace referencia a esa segunda opción, se pone un puente donde no existe, al norte de la Laguna 
Garzón, sobre el Arroyo Garzón. Por tanto, esta podría ser otra opción a considerar. 


Nos llama la atención que no se hayan hecho estudios sobre este tema porque se puede 
tratar de una opción de ordenamiento territorial y, sobre todo, de conexión, más amigable con el 
desarrollo, tal como lo que pretende Maldonado, que es diferente a lo que plantea Rocha. 


De la época en que trabajaba sobre el tema de Uruguay Natural, cuando nos peleábamos 
sobre estas cuestiones con los amigos vinculados al ordenamiento territorial y al medio ambiente - 
como todos los Ministros de Turismo, nos peleamos cuando promocionamos la inversión- recuerdo que 
aprendí que el mejor sistema de acceso a la franja costera es el llamado sistema de peine, es decir que 
se tienen rutas de conexión alejadas y caminos de conexión. Esa era el sistema más amigable para el 
desarrollo costero. También recuerdo que descartábamos el hecho de construir costaneras. De esa 
forma, lográbamos un desarrollo más amigable con ese lugar tan sensible como son las costas 
interiores y marítimas del país. 


Por otro lado, creemos que en especial falta el estudio de impacto del puente sobre la barra y 
la costa -nos gustaría disponer de él, incluso sabiendo que compartimos la preocupación con el 
Ministerio- pero nos parece que además hay un enfoque equivocado. La empresa que presenta los 
informes que nos han enviado estudia el impacto que tiene la laguna y el litoral movible sobre el puente 
y no profundiza en la forma en que el puente impacta sobre la costa. Consideramos que aquí se 
plantea un enfoque equivocado, pues tendríamos que analizar cómo afecta el puente el lugar y no 
cómo este último incide en el puente. Entendemos que hay una grave falencia en lo que tiene que ver 
con la perspectiva del estudio. 


Asimismo, advertimos que hay un reconocimiento de parte de la empresa CCI -que no 
sabemos si lo hizo para Jawinsky o para otros- en el sentido de que hay un ahuyentamiento de fauna 
pero no hay acciones mitigantes al respecto; esto nos preocupa muchísimo porque debería haber 
acciones de esa naturaleza. Todo esto nos llevó a coincidir con la preocupación de la señora Ministra. 


No obstante, la respuesta del Ministerio de Transporte y Obras Públicas nos dio una gran 
sorpresa, y realmente ese es el motivo de la convocatoria. No solamente queremos respaldar a la 
señora Ministra, sino también tener la certeza de que estamos cumpliendo con nuestra tarea de 
contralor del cumplimiento de la ley. Las declaraciones del señor Director Nacional de Vialidad, 
ingeniero Luis Lazo, sobre la propuesta del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente fueron muy duras e improcedentes. Creemos que es improcedente que un Director se 
exprese de esa forma sobre una Ministra; esa no es la manera de hacerlo y por eso expresamos 
nuestra solidaridad con la titular de la Cartera. 


En declaraciones realizadas al diario “El País”, el señor Director Nacional de Vialidad, 
ingeniero Luis Lazo, expresó que en el Ministerio de Transporte y Obras Públicas no cayó bien el 
pedido de la señora Ministra Muslera. No sabemos qué necesidad tiene un Director Nacional de 
Vialidad de calificar los pedidos de los Ministerios. Inclusive siguió diciendo que consideraban que era 
“rebuscado”. Adviértase que está hablando de lo expresado por una señora Ministra. El ingeniero Lazo 
continuó expresando que “el planteo es extraño. Lo que pregunta sobre cómo va a incidir en el 
relacionamiento entre la laguna y el océano no lo puede responder ni Mandrake”. A quienes son más 


jóvenes que quien habla les digo que Mandrake era un mago, un personaje de historietas. Aquí hay 
una especie de reconocimiento, porque si esto no lo puede resolver ni Mandrake, no deberíamos 
perder más tiempo; como esto no se puede resolver, habrá que rechazar el pedido. En este sentido, 
hago un reconocimiento expreso del señor Lazo. El editorial continúa y cuando se le pregunta qué va a 
hacer, responde: Vamos a ver qué hacemos, pero es muy difícil que se pueda hacer un estudio serio 
porque este es un pedido un poco rebuscado. En un sinceramiento absoluto, el ingeniero Lazo termina 
expresando: “En lugar de pedirnos ayuda y confirmación a nosotros” tienen que pedirle más garantías 
a la empresa. Además de falta de respeto, hay un desconocimiento acerca de lo que está sucediendo. 
Por más que quien solicita el permiso ante el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente sea estatal, una persona pública, lo que sucede es que precisamente esta persona pública 
hoy está trabajando en representación de intereses privados, en una rara conjunción con ellos. 


Respecto a las lagunas Garzón y de Rocha, es poco lo que uno puede agregar que no se 
conozca; como sabemos, la primera de ellas es Parque Nacional Lacustre desde el año 1977, integra 
la Reserva de Biósfera Bañados del Este y está clasificada como zona de prioridad para la 
conservación de acuerdo con la ordenanza costera del año 2003. Recuerdo que allí trabajó el titular de 
Probides de aquel entonces, el señor Díaz Maynard, que hizo una tarea formidable en Rocha durante 
aquellos años, trabajo que no se tiene que perder porque permitió que el país avanzara muchísimo en 
ese sentido y que tomara conciencia del tema. Asimismo, la Laguna Garzón es área de interés para la 
conservación de las aves. Creo que todavía no fue declarada, pero desde al año 2007 hay una 
propuesta para que esta zona de la Laguna Garzón ingrese al Sistema Nacional de Áreas Protegidas 
de Uruguay y entiendo que habría que hacerlo antes que cualquier otra cosa. 


Los Legisladores de Maldonado están preocupados por lo que está sucediendo en la Laguna 
del Diario, porque a partir de la acción del ser humano está sufriendo enormes problemas; se está 
secando y está siendo invadida por vegetación antrópica. También les preocupa la Laguna del Sauce 
por el desarrollo de la agricultura intensiva -principalmente, la soja- y el uso de agroquímicos, que son 
vertidos en el principal recurso de agua dulce del departamento. 


Como parlamentarios, nuestra tarea es preocuparnos por estas acciones y por preservar el 
medioambiente; sobre todo tenemos que saber qué está pasando, qué está haciendo el Ministerio de 
Transporte y Obras Públicas y debemos anticiparnos a los problemas y no llamar -después de que se 
tomaron las decisiones con las que no estamos de acuerdo- a la señora Ministra para decirle que la 
vamos a hacer responsable y la vamos a interpelar, armando todo un show mediático que después no 
incide en lo que realmente importa. Nuestra tarea no solo es criticar a la señora Ministra -aunque si se 
da el caso, lo haremos- sino también apoyarla, como ahora, cuando creemos que está haciendo lo 
correcto y es criticada en forma equivocada. 


Antes que nada tenemos que saber lo que está sucediendo. La prosa cervantina dice que el 
dinero es un poderoso caballero, y es obvio que hay intereses en juego; estamos de acuerdo en que se 
desarrollen, en que la gente gane dinero y den trabajo. Somos los primeros en respaldar eso, pero 
creemos que este país tiene normas que costó muchísimo que se cumplieran, desde hacer que se 
respetaran los 156 metros de la faja costera, pasando por el enorme esfuerzo que se ha hecho para 
revertir los reparcelamientos que existieron en la zona y que demandaron tanto trabajo, hasta las 
políticas del Uruguay Natural para el cuidado del medioambiente, porque nos parece que ese tipo de 
ordenamiento tiene que ser el adecuado. De ahí que nuestras principales preguntas sean sobre cuál es 
el fundamento y cuáles son las preocupaciones -si esto lo arregla Mandrake o no- y sus fundamentos. 


SEÑORA MINISTRA.- Es muy bueno que haya hecho referencia al tema de la laguna con una mirada 
de ordenamiento y ese es el motivo por el que hicimos maravillas para poder estar aquí. Hubiera sido 
de ayuda tener un esquema de los cuestionamientos que se iban a plantear, a los efectos de habilitar 
cierta información para que las dos partes preparásemos mejor la intervención, pero vayamos a lo 
medular. 


Aquí hay dos miradas que convergen en el planteo de la autorización necesaria para la 
construcción del puente. Una es el hecho atomizado del puente, con la carga de que está presentada 
por el Ministerio de Transporte y Obras Públicas y está financiada por un privado. La obligación del 
Ministerio y de la Dirección Nacional de Medio Ambiente es analizar la propuesta y responder, negando 


o afirmando la autorización. Y la otra, que es la de fondo, es que creo que se trata de un territorio cuyo 
desarrollo hasta ahora no ha sido conducido de acuerdo con una planificación, porque del lado de 
Rocha es bastante virgen y del lado de Maldonado recién en los dos últimos años se han empezado a 
tomar las riendas de una gestión de ordenamiento que enmarque las decisiones. Quiere decir que 
estamos dando los pasos para involucrarnos de una manera diferente con el desarrollo que se propone 
para este territorio. En general, el Estado siempre actuó en la faja costera después de que las 
situaciones de hecho generaron una realidad, y ahora queremos ver si podemos anticiparnos y ser los 
promotores del desarrollo con criterios sustentables. El territorio que estamos tocando es valiosísimo y 
muy sensible a la intervención humana, y debemos articular el derecho del departamento de Rocha a 
desarrollar sus recursos, con el que tiene el departamento de Maldonado, que en muchos aspectos no 
valoró sus recursos naturales y aplicó un modelo de desarrollo distinto. Estos dos puntos de vista 
confluyen en el proceso de laudar el “sí” o el “no” a la construcción del puente. 


Este proyecto se presentó en el año 2009 y en realidad nosotros nos metimos de lleno en su 
análisis recién en las últimas etapas del proceso. En ese sentido, hacemos un poco un mea culpa 
porque en el primer año que asumimos el Ministerio tuvimos que planificar y decidir las grandes líneas 
de gestión para los cinco años, y recién en el 2011 pudimos llegar a las etapas decisivas. Denomino 
“etapas decisivas” a las audiencias públicas -no sé si los señores Senadores participaron de ellas- 
donde se ven claramente las dos tensiones: por un lado, la mirada país y qué desarrollo queremos y, 
por otro, la mirada local de quienes no quieren que se toquen los valores naturales porque tienen 
derecho a disfrutarlos y de quienes prefieren que estos valores naturales den una respuesta a las 
necesidades de integración y desarrollo del departamento. Este es un lindo tema, como tantos otros 
desafíos que tiene el país, que implican cambios y redireccionar las políticas. 


En ese sentido, estaba la duda de cómo enfrentar este llamado de la Comisión de Vivienda y 
Ordenamiento Territorial. De alguna manera, técnicamente necesitamos que se nos deje trabajar a 
fondo, con determinado marco de neutralidad política, para tomar una resolución, pero como el tema es 
tan álgido y tiene todas estas aristas, tuvimos que salir a la cancha para discutir qué desarrollo 
estamos propiciando para esta zona tan valiosa desde todo punto de vista, y no sólo del económico. 


Más allá del tema del puente, hay tres o cuatro aspectos sobre los que el Ministerio debe 
decidir. El primero es el relativo a la definición de la ruta 10 como ruta de tránsito pesado o de alto 
tránsito. Con el Ministerio de Transporte y Obras Públicas discutimos mucho acerca de la necesidad 
de desafectar la ruta 10 como ruta nacional y que pase a estar diseñada como ruta de bajo tránsito, 
con el mínimo impacto posible en las áreas de protección y el uso que le dan sus habitantes y los 
turistas; esa sería una mirada. 


La segunda mirada tiene que ver con profundizar en los criterios de protección de las áreas 
de valor que tenemos. En la actualidad contamos con la Laguna de Rocha, integrada al Sistema 
Nacional de Áreas Protegidas, y hemos planteado como otra prioridad integrar a la Laguna Garzón. 
Esta es otra línea de trabajo. Por eso digo que el análisis del tema del puente, tanto en la interna del 
Ministerio, como en la instancia de discusión con los demás actores, las Intendencias y los Ministerios, 
ha llevado a una instancia que sobrepasa lo puntual. 


La tercera mirada es, justamente, la del ordenamiento. En ese sentido, estuvimos discutiendo 
acerca de la necesidad de un ordenamiento territorial local interdepartamental, de manera de ver esa 
zona como una unidad. Finalmente optamos por profundizar en las definiciones de ordenamiento 
territorial del área donde pensamos que hoy tenemos más impacto negativo, que es la microrregión de 
José Ignacio, en cuya ruta existe un alto tránsito que confluye en la zona de la Laguna Garzón. Desde 
la perspectiva del ordenamiento, tenemos que tomar medidas que nos permitan manejar de forma 
diferente el modelo de implantación territorial que se da en esa zona. 


De esta manera, estamos poniendo sobre la mesa cuatro medidas serias. La primera -como 
ya señalamos- tiene que ver con la reestructura de la ruta desde la conexión que tiene con la ruta 12 - 
es decir, desde antes de José lgnacio- con el fin de eliminar la posibilidad de que se continúe hasta La 
Paloma, ya que ahí estaría atravesando toda la zona protegida. En definitiva, estamos hablando de un 
rediseño de esta estructura vial... 


SEÑOR BORDABERRY.- ¿A qué ruta está haciendo referencia? 


SEÑORA MINISTRA.- A la ruta 10, señor Senador. Actualmente está planteado que continúe hasta La 
Paloma, atravesando toda la zona de bañados. La idea sería desafectarla y transformarla desde el 
punto en que se deriva hacia la ruta 8, y hasta la 9. Por ende, el único tramo que se consolidaría sería 
el que actualmente tiene en vínculo con la ruta 9, después del cruce con Laguna Garzón; pero se 
cambiaría la definición de ruta, buscando que sea un camino de recorrido tranquilo, que permita el 
destaque de los valores de todo tipo que hay en esa área. 


Por último, como Ministra no quiero dejar de señalar mi convicción de que hay que construir 
un nexo; no podemos mantener estas dos áreas y pretender que exista un desarrollo de ambas 
márgenes de la Laguna Garzón sin definir su conexión. Y cuando hablamos de conexión y de 
desarrollo, no hay que pensar solo en los turistas que disfrutan de la zona en la temporada veraniega, 
sino también en la población local; la idea es que pueda acceder a todos los servicios que, como 
sabemos, hoy se concentran más en el área de influencia de José Ignacio y de Maldonado, que en la 
del otro lado del puente. 


Habría diez mil argumentos más para mencionar -que se fueron volcando en las audiencias- 
con respecto a la necesidad imperiosa de consolidar la conexión. Cuando hablamos de la conexión, 
sabemos que podría haber otros puntos donde concretar o consolidar el vínculo. Ahora bien; hay un 
plan de ordenamiento territorial de Rocha para estas dos lagunas, que promueve un modelo de 
implantación en lotes de cerca de cinco hectáreas. Se trata de un modelo de aprovechamiento y de uso 
de ese territorio que, ciertamente, hoy ya está teniendo desarrollo, versus el desarrollo que tiene la 
microrregión de José Ignacio. Es necesario que por lo menos acompañemos esos procesos, ya que no 
nos anticipamos porque el vínculo no está. Si nos planteamos otro punto de instalación del puente que 
implique un retrazado de la ruta 10, expropiaciones y todo lo que los señores Senadores saben que 
significa consolidar otros usos en el territorio, la solución no llegaría antes de tres o cuatro años. Es 
importante que nos anticipemos al desarrollo -que, indudablemente, hoy ya es un hecho en ambas 
márgenes- y que, como Estado, podamos acompañarlo con infraestructura, generando la calidad de 
vida que necesitamos. 


Entonces, en principio, nuestro planteo -que no está escrito- y nuestra visión política es que 
debemos buscar resolver la conexión en el lugar que hoy tenemos habilitado. Estamos tomando todos 
los recaudos como posición precautoria frente a la decisión que tenemos que adoptar, a fin de estar 
absolutamente seguros de que no producimos en el ambiente hechos irreversibles en esta dinámica. 


Aquí se planteó el tema del relacionamiento con el Ministerio de Transporte y Obras Públicas. 
Por nuestra parte, decimos que este tipo de cosas ocurre muchas veces. Lo cierto es que, tanto el 
señor Ministro como el señor Subsecretario de esa Cartera, tuvieron una actitud de recibo de esta 
imposición del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. Aspiramos a que el 
estudio se realice a nivel de la Universidad de la República para que tenga la debida profundidad de 
análisis, lo que permitiría descartar las dudas que, realmente, son fundamentadas. De ahí la exigencia 
de un estudio más profundo. 


También se han hecho otros cuestionamientos -que no quisiera responder, solo voy a dar el 
titular- con respecto a quiénes fueron los que presentaron la información. Esto siempre queda a cargo 
del que solicita la autorización. Justamente, es en ese ida y vuelta con las exigencias del Ministerio 
donde el promotor a veces se ve obligado a buscar más elementos para poder responder 
fehacientemente a todas las dudas que se plantean. 


Otro aspecto a tener presente es que los dos Gobiernos Departamentales están de acuerdo 
en que la construcción del puente es necesaria para el desarrollo de ambos departamentos. Creo que 
este no es un tema menor a la hora de analizar las consecuencias o el marco en el que se considera 
esta decisión. Ambos Gobiernos Departamentales tienen un camino hecho en lo que respecta a la 
planificación y la definición de los criterios de sostenibilidad y desarrollo propuestos para la zona. Este 
accionar también da un marco de solidez a la decisión. Ojalá tuviéramos esa misma solidez en otras 
decisiones relacionadas con la evaluación de impactos, porque muchas veces llevamos adelante 
medidas sin haberlas analizado con una lupa tan fina como se ha hecho en este tema. 


Otro punto que acordamos con el departamento de Maldonado fue la profundización de los 
lineamientos de planificación de la microrregión de José Ignacio, que se está dando en este momento. 


En definitiva, este es el marco en el que hemos trabajado, y pediríamos que se nos deje 
seguir haciéndolo sin generar más tensiones de las que ya tenemos. Creemos que la labor de la 
Comisión es positiva, pero necesitamos un marco de confianza con respecto al accionar del Ministerio 
para poder tomar posición sobre la autorización planteada. 


A continuación, nos gustaría que el ingeniero Chabalgoity explicitara los criterios de 
desarrollo que se laudan en los dos planes de ordenamiento territorial. 


SEÑOR CHABALGOITY.- Vamos a ahondar en el tema de lo que se ha venido haciendo respecto al 
ordenamiento territorial, incluso desde antes de la vigencia de la ley. 


Nos gustaría comenzar haciendo referencia a la Ordenanza Costera de Rocha. Como bien 
dijo el señor Senador Bordaberry, esa Ordenanza fue elaborada en el año 2001 y sancionada en el año 
2003; pasó por varios períodos políticos y siempre mantuvo el apoyo unánime de la Junta 
Departamental de Rocha. Obviamente, no refiere solamente al área que estamos discutiendo hoy, 
sino que abarca toda la costa del departamento, reconociendo varios tramos. Concretamente, se 
elaboró en conjunto con el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente y, como 
dije antes, contó con el apoyo de todas las fuerzas políticas, como así también de Probides y de toda la 
sociedad de Rocha. Comenzó a elaborarse en el período del Intendente Adauto Puñales; se sancionó 
en el período del Intendente Irineu Riet y fue implementada en el primer y en el segundo período del 
Intendente Artigas Barrios. Luego, a lo largo de este tiempo, se fue profundizando en función de que a 
partir de 2008 se contaba con la Ley de Ordenamiento Territorial y Desarrollo Sostenible. 


Tal como señaló el señor Senador, los procesos de planificación han empezado por distintos 
lugares en los departamentos de Maldonado y Rocha. En Maldonado, el primer instrumento elaborado, 
aprobado y actualmente en vigencia contiene las directrices departamentales de ordenamiento 
territorial. Tal como lo establece el artículo 16, estas directrices componen la visión general y 
estructural del departamento, y avanzan en una categorización estructural y primaria del suelo; 
asimismo, como derivado de estas directrices, también se señala la elaboración de planes de más 
detalle, entre los cuales se encuentra el plan entre Laguna José Ignacio y la Laguna Garzón en la ruta 
9. El mencionado plan está en elaboración en el marco de un convenio con la Dirección Nacional de 
Ordenamiento Territorial; como saben los señores Senadores, tenemos convenios con las 19 
Intendencias porque es mandato legal que así sea. En este momento, el departamento de Maldonado 
está profundizando, a través del plan local, esa área entre Laguna José Ignacio y Laguna Garzón. 


Este sería un estudio de mayor detalle sobre esa mirada general de las directrices 
departamentales que, si mal no recuerdo, fueron sancionadas en los meses de abril y mayo de 2010. 


SEÑOR LORIER.- Simplemente quiero plantear, en forma breve, una consulta. 


Quisiera conocer quiénes elaboraron la planificación a nivel del departamento de Maldonado, 
por ejemplo, si se trató de técnicos locales o estuvo a cargo del Gobierno Departamental. 


SEÑOR CHABALGOITY.- El ordenamiento territorial es una función pública que compete a las 
instituciones del Estado con responsabilidad en la materia -tal como dice el artículo 3% de la ley- y, por 
lo tanto, todo instrumento de ordenamiento territorial debe ser iniciativa de los ámbitos de gobierno, es 
decir que deberá ser elaborado y aprobado en ellos. Cabe señalar que en el momento en que se 
aprobó la ley, los ámbitos que existían era el nacional y el departamental; obviamente, no existía aún el 
ámbito municipal. 


Quiere decir que estos estudios son llevados adelante por parte de las oficinas municipales 
competentes las que, obviamente, pueden contratar o subcontratar una parte, al igual que en cualquier 
otro tipo de actividad. Pero recalco que se trata de una responsabilidad del Estado, según la propia 
concepción de la ley. 


Con respecto al caso de Maldonado, puedo agregar que se trató de un proceso planificador 
que se inició en forma previa a la aprobación de la ley, en el marco de un convenio de la Intendencia 
Departamental de Maldonado con la Universidad de la República y, en particular, con el Instituto de 
Teoría y Urbanismo de la Facultad de Arquitectura. 


En el caso de Rocha, al igual que en otros departamentos, el proceso planificador tuvo otros 
comienzos; se inició por el área costera por razones bastante obvias: se trataba del área que originaba 
mayor tensión, atención y preocupación y, por supuesto, era la de mayor fragilidad del departamento. 


En ese sentido, tomando en cuenta la ordenanza costera que existe desde el año 2003, se 
generó el plan local entre las dos lagunas -Laguna Garzón y Laguna de Rocha- y la ruta 9, zona que 
constituía el tramo 1 que indicaba la ordenanza costera. 


Dentro de ese tramo se hizo un plan local de ordenamiento, tal como se dispone en el artículo 
17 de la Ley de Ordenamiento Territorial y Desarrollo Sostenible, por parte de técnicos de la 
Intendencia Departamental de Rocha -seguramente habrán contratado a algún otro especialista más- y 
contando con el apoyo de la Dirección Nacional de Ordenamiento Territorial. Cuando hablo de apoyo 
me refiero a convenios por los que traspasamos recursos; esto lo sabe el señor Senador Chiruchi, que 
ha sido Intendente de San José, porque varias veces hemos trabajado juntos en esta materia. 


Entonces, la Intendencia de Rocha tomó esa estrategia y generó el mencionado plan, que 
pasó por todos los procesos que establece la ley; hoy en día en la zona comprendida entre Laguna 
Garzón, Laguna de Rocha y ruta 9 hay un modelo de gestión del territorio que no es el tradicional de 
uso costero que el país se ha dado, sino que se trata de uno de más baja densidad, de parcelas 
mayores y que no permite el completar el desarrollo urbano continuo como se planteaba anteriormente. 
Como bien acota el señor Senador Chiruchi, estamos hablando de lo que se dio en llamar “raviolera”, 
que lamentablemente existe en el papel desde antes de 1946 en toda nuestra costa. La propia 
ordenanza del año 2003 promovía, justamente, acciones para incentivar a los propietarios para que 
reagruparan padrones y generar así parcelas más grandes. Obviamente, hay urbanizaciones o 
fraccionamientos muy antiguos, como El Caracol, que ya tienen algún nivel de ocupación, donde la 
situación preexistente es distinta a la de la faja que se encuentra directamente sobre el mar, que tiene 
nuevos procesos de urbanización. Allí se aplica estrictamente lo que dice la ordenanza. Resalto esto 
porque son los instrumentos de ordenamiento territorial -con reglas de juego claras, explícitas, 
públicas- y la capacidad y voluntad de los Gobiernos Departamentales de hacer la gestión 
correspondiente, lo que garantizará o no la preservación de los recursos costeros. En este sentido, la 
experiencia -quizá esto pueda ser tomado como una opinión personal, pero permitaseme decirlo- que 
se ha visto en los Gobiernos Departamentales de Rocha ha tenido signo positivo, con una continuidad 
iniciada en 1999, en la época de Probides, que se ha ido profundizando en la misma dirección. En este 
momento el Gobierno Departamental de Rocha, por el convenio con la Dirección Nacional de 
Ordenamiento Territorial, está trabajando en las directrices departamentales. 


Si la señora Ministra me permite, voy a hacer una digresión -si bien no es el centro de 
atención es bueno que se informe en este ámbito- acerca de que Rocha y Maldonado están insertos en 
la región este, junto con Cerro Largo, Treinta y Tres y Lavalleja. En el marco de este ámbito territorial 
estamos desarrollando un proceso de elaboración de estrategias regionales de ordenamiento territorial 
y desarrollo sostenible, que son las que la ley señaló para ser abordadas en situaciones en las que hay 
temas de interés nacional que necesitan una coordinación supradepartamental. Un ejemplo fue el 
proceso vivido en el área metropolitana de Montevideo, donde fue posible una elaboración concertada - 
así lo establece la ley- de Estrategias Regionales de Ordenamiento Territorial y Desarrollo Sostenible 
entre el Poder Ejecutivo y los Gobiernos Departamentales, que están en vigencia y fueron aprobadas 
por las tres Juntas Departamentales y por el Poder Ejecutivo. El pasado 12 de julio en la Posta del 
Chuy se firmó un convenio similar entre los cinco Intendentes y la Ministra en representación del Poder 
Ejecutivo. O sea que estamos recorriendo este mismo proceso en el ámbito de la región este del país. 


Es en este contexto que Rocha -más allá de seguir atendiendo los otros sectores de lagunas, 
que van desde el norte de la Paloma hasta llegar al Chuy-se metió de lleno a trabajar en las directrices 
departamentales junto con el resto de los departamentos de la región. En definitiva, si bien uno de 


estos procesos empezó por el plan local y el otro por las directrices, hoy los dos van concluyendo 
porque Maldonado está trabajando en el plan local en las dos lagunas. 


Además, me gustaría adicionar dos procesos que están en marcha con diferente nivel de 
desarrollo o de avance. Por un lado, está el proceso de elaboración de las directrices nacionales del 
espacio costero, que está terminando de resolverse a nivel del Poder Ejecutivo para elevarlo al Poder 
Legislativo que, obviamente, es quien lo tiene que aprobar, reconociendo un histórico y largo proceso 
de elaboración. Como ustedes recordarán, este proceso se inició en el año 2002 o 2003 y una vez 
promulgada la ley fue reformulado en los términos de sus mandatos. Esto ya está culminando y es 
donde están previstas todas las definiciones o las orientaciones que se planteaban, como preferir la 
entrada en peine o no estimular las rutas costeras, sino los paseos costeros. Esto se asocia con lo que 
decía la señora Ministra en relación a la desafectación de la ruta 10 como ruta nacional, lo cual no 
quiere decir que se elimine, sino que obviamente le cambia el carácter. Por lo tanto, su diseño 
responderá a otro criterio y no a aquel referido a una ruta nacional, ni a un puente para soportar las 
cargas de una ruta nacional. Estamos hablando de otra cosa, en la eventualidad de que el puente se 
construya, y no estoy diciendo ni que sí ni que no. Como dije, estas directrices están en el ámbito del 
Poder Ejecutivo para su remisión. Esto no es algo que haya sido exento de debate, sino que se discutió 
mucho en el ámbito de la Comisión Asesora de Ordenamiento Territorial que integran los distintos 
Ministerios, las ONG y la Universidad, así como empresarios, productores, etcétera -aclaro que estoy 
hablando de la ley costera- donde hubo una puesta de manifiesto cuyas observaciones fueron 
recogidas, evidentemente a juicio del Poder Ejecutivo, como sucede en estos casos. 


También están en proceso de elaboración las directrices nacionales de ordenamiento 
territorial. Los señores Senadores se podrán preguntar qué tiene que ver algo tan macro con algo tan 
micro, pero al mirar al país en su conjunto, le asignamos un rol a esta área en particular. 


En síntesis, para no seguir ahondando, como señalaba la señora Ministra, los procesos 
planificadores de los Gobiernos Departamentales y los que competen al Gobierno Nacional están en 
ejecución con instrumentos aprobados a ambos lados de la Laguna Garzón. Sí creo que es clave la 
gestión que hagamos de esto, o sea -esta es una opinión quizás personal- que un puente puede ser 
diseñado de una forma u otra, pero las decisiones sobre el uso del territorio que se tomen a ambos 
lados pueden ser unas u otras. Creo que la conservación y la protección del espacio costero y de los 
valores que allí existen -de biodiversidad, sociales, culturales, etcétera- se juegan mucho en la 
capacidad de gestión de estos instrumentos de ordenamiento territorial que hoy están vigentes, así 
como de los que estamos desarrollando y profundizando, más que en la construcción de una 
infraestructura u otra. 


Por último, quiero decir que esto implica ponerle mucho “pienso” -de ahí la intervención de la 
Universidad de la República a que hacía referencia la señora Ministra- porque también tiene que haber 
una fuerte impronta de diseño de la infraestructura en su conjunto, de modo que sea amigable con el 
ecosistema sobre el cual estará instalada. 


Hay más temas para considerar, pero no quiero seguir tomando el tiempo de la Comisión. 
Estoy a las órdenes para cualquier consulta. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Antes de abocarnos a la ronda de consultas, la Presidencia quiere informar a 
los invitados que la Comisión hizo extensiva la invitación a la Comisión de Transporte y Obras Públicas 
así como a la de Medio Ambiente, porque sus integrantes estaban interesados en este tema. 


Por lo tanto y con gusto, la Comisión cede la palabra al señor Senador Moreira, que no es 
miembro de esta Comisión. 


SEÑOR MOREIRA.- Escuché con mucha atención lo expresado por los invitados, porque es un tema 
que, como se dijo aquí, ya se planteó en la Legislatura anterior y fue polémico, sobre todo porque 
comienza con el propio proyecto de fraccionamiento de Las Garzas, en esa zona muy frágil de la 
costa de Rocha, donde hubo un montón de acciones opuestas a este tema. En su momento 
convocamos al Ministro Mariano Arana y a la Directora Nacional de Medio Ambiente, Alicia Torres, y 


expusimos nuestras objeciones a este tema en función de todos los estudios de impacto que se habían 
hecho, sobre todo en torno al tema de las cárcavas, ya que se trata de una zona muy especial de la 
costa rochense además de ser un área protegida. Dijimos en la oportunidad que este proyecto del 
puente sobre la Laguna Garzón estaba asociado al proyecto de fraccionamiento de Las Garzas que 
impulsaba el señor Constantini. Uno de los artículos de la Ley de Ordenamiento Territorial establece 
que “en las actuaciones residenciales, de turismo residencial o similares, el área comprendida entre los 
componentes de la trama de circulación pública no podrá superar un máximo de diez mil metros 
cuadrados”, etcétera. 


También en su momento se dispuso que en ese tipo de fraccionamientos, en las bajadas a la 
costa, las calles debían estar a mil metros una de la otra. Esto prácticamente dejaba sin asunto al 
proyecto. No obstante, el proyecto Constantini ingresó dos días antes de la promulgación de la Ley de 
Ordenamiento Territorial, por lo que quedó al margen de esta prohibición. Nosotros cuestionamos 
mucho ese hecho porque nos parecía que esa coincidencia podía no ser simple efecto de la 
cronología. Con posterioridad se modificó la Ley de Ordenamiento Territorial y se estableció que 
cuando existieran estudios esto podía dejarse sin efecto y los proyectos podían autorizarse. Quiere 
decir, entonces, que este tema comenzó de forma muy polémica. 


Asociado a esto estaba el tema de la construcción del puente sobre la Laguna Garzón para 
asegurar la conectividad entre los dos departamentos y proporcionar un acceso privilegiado a toda esa 
zona y, naturalmente, al propio emprendimiento del señor Constantini, quien por algo proponía 
hacerse cargo del costo de la obra. No lo hacía por amor a la ecología, sino porque esto iba a valorizar 
notoriamente ese proceso de inversión inmobiliaria en la zona. 


Quiero recordar que llegamos a pedir la concurrencia de los dos Intendentes, lo cual 
finalmente no se concretó porque estábamos próximos al receso parlamentario, prácticamente al final 
del Período. Como posteriormente el tema del puente comenzó a tener andamiento, en julio de este 
año personalmente hice un pedido de informes al actual Ministro de Transporte y Obras Públicas ya 
que, como mencionaba el Senador Bordaberry, el estudio de impacto para Consultatio significaba 
prácticamente el mismo proyecto. Es cierto que lo paga el emprendedor y generalmente en estos 
casos es así. Por supuesto, el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente es 
quien controla y me complace que esto se haya detenido, que se le haya puesto un freno, pues tenía 
todas las velas desplegadas. Justamente, en el pedido de informes que mencioné yo preguntaba al 
Ministro si no le parecía que había un conflicto de intereses o que el informe carecía de la objetividad 
necesaria porque, al parecer, los técnicos que habían hecho el informe para Consultatio tenían vínculos 
con los que presentaron el estudio de impacto ambiental ante el Ministerio de Transporte para avalar la 
construcción y la ubicación. No se trata sólo de un problema de construcción o no, sino también de 
ubicación; ese también es un tema muy polémico y, por tanto, hay dos temas ligados. 


Yo había descubierto un informe de la División Hidráulica y Fluvial de la Dirección Nacional de 
Hidrografía, relativo al primer informe de esta consultora, en el que se decían cosas que resultaban 
críticas al proyecto. Por ejemplo, se decía: “Si del contenido de dichos informes surgen, entre otras 
conclusiones, las siguientes: En este sentido, se entiende que los estudios realizados son de débil 
desarrollo y no resultan suficientes a los efectos de avalar la propuesta de ubicación de la traza del 
puente en cuanto a la estabilidad a lo largo de su vida útil”, etcétera. Esto es parte de un informe 
redactado y suscrito por el Director y el Jefe de la División Hidráulica y Fluvial de la Dirección Nacional 
de Hidrografía, ingenieros Ariel Rodríguez y Pablo Fracheri. 


También se señalaba en aquel momento: “De acuerdo con lo expresado y desde el punto de 
vista de la preservación de las condiciones naturales de la desembocadura de la Laguna Garzón, no 
parece apropiado instalar el puente a distancia tan próxima de la zona de interfase y en particular 
construir la carretera sobre la espiga, pues sin lugar a dudas dichas construcciones modificarán la 
dinámica del lugar”. Esto lo dijo el licenciado Juan Ledesma Profumo, máster en Geología Económica 
de la División Hidráulica y Fluvial. 


Quiere decir que el Ministerio tenía en su poder estos informes, no obstante lo cual siguió 
tomando como bueno el informe de la empresa Consultatio. Realmente me llamó la atención que se 


siguiera adelante con este tema, máxime cuando internamente tenían un informe contrario al estudio 
de la consultora privada. 


Buscando entre los papeles que logré juntar sobre este tema me he encontrado con que el 
Ministerio también tenía un informe, del 10 de agosto de 2009, del Departamento de Gestión del 
Sistema Nacional de Áreas Protegidas, en el que se arribó a conclusiones muy duras, no ya en cuanto 
a la ubicación del puente, sino a su construcción. Entre otras cosas expresa: “La idea de la conexión de 
los dos tramos de Ruta 10 mediante un puente sobre la Laguna Garzón constituye una fuerte amenaza 
para el ecosistema en su conjunto y especialmente para el tramo incluido entre la propia Laguna 
Garzón y la Laguna de Rocha. Si queremos conservarlo será necesario tomar en consideración la no 
construcción del puente, debiéndose considerar que además de los problemas que puede generar el 
puente en sí mismo, con las consecuencias negativas que puede generar su obrador y alteración de 
flujos en la Laguna, sino por lo que significaría un incremento de tránsito y nuevas y fuertes acciones 
antrópicas”. Es decir que hay un informe del Sistema Nacional de Áreas Protegidas firmado por el 
señor Mario Batalles, quien no sé si sigue siendo el Jefe del Departamento. 


La señora Ministra expresó que iba a tomar en consideración la opinión de la Universidad de 
la República y yo debo decir que me han hecho llegar un informe solicitado por el Director del Instituto 
de Ecología y Ciencias Ambientales de la Facultad de Ciencias, realizado por el profesor Estanislao de 
Luis Calabuig, profesor titular del Instituto de Ecología y Ciencias Ambientales y catedrático de 
Ecología de la Universidad de León en España. Dicho informe también es muy duro con el estudio 
sobre el impacto ambiental de la construcción del puente realizado por la empresa Consultatio y luego 
presentado por el Ministerio de Transporte y Obras Públicas. De su simple lectura extraemos que se 
trata de una opinión muy crítica. Se dice que se trata de una propuesta basada simplemente en un 
criterio de conectividad sin tener en cuenta -como dijo la señora Ministra- los aspectos 
ambientales. O sea que no se analiza el ordenamiento territorial con una mirada global; es más o 
menos como decir que se asegura el pasaje de más gente porque un puente tiene mayor conectividad 
que una balsa o que ir hasta la ruta 9. 


Tomando en cuenta esta suma de elementos, imagino que será un tema que se va a analizar 
muy profundamente. En primer lugar, hay que determinar si es necesario o no construir este puente. En 
las asambleas que se han convocado el tema ha resultado muy polémico; incluso se han presentado 
recursos de amparo. 


Por tanto, hay que mirar con especial cuidado este tema porque tiene que ver con valores 
paisajísticos ambientales de áreas protegidas. Estamos hablando de un territorio que no es común y el 
principio inspirador de la Ley de Ordenamiento Territorial en materia ambiental está fundado sobre 
estos valores. Reitero, habrá que tener una especial consideración -que sé que la van a tener- y no 
dejarse llevar por el economicismo que a veces prima cuando se dice que se van a asegurar fuentes 
de trabajo o desarrollos inmobiliarios, todo lo cual termina por arruinar los valores esenciales de los 
lugares y eso puede tener un efecto inmediato. En el informe que mencioné se habla de que hay que 
contemplar a las generaciones que vendrán -porque están comprometidas- por lo que no hay que 
tener una visión de inmediatez sino de preservación hacia el futuro. Una vez que se vulneran y 
lesionan estos valores es casi imposible recuperarlos. 


Por este motivo, voy a seguir insistiendo en el tema; inclusive, propondré invitar al señor 
Ministro Pintado a la Comisión de Transporte y Obras Públicas a efectos de conocer su visión, que 
sabemos no es igual a esta, tanto por lo que hemos escuchado como por las declaraciones del hoy 
Director Nacional de Vialidad, ingeniero Luis Lazo -antes Subsecretario- que hace un rato reproducía 
el señor Senador Bordaberry y que nos parecen totalmente fuera de lugar. 


SEÑOR BORDABERRY.- Pedimos disculpas a la señora Ministra si de antemano no le dijimos cuál 
sería la temática a abordar; ocurre que queríamos conocer previamente los documentos, pero con 
seguridad la próxima vez actuaremos de otra forma. No solamente queremos dejarla realizar su labor, 
sino que esperamos que trabaje mucho y nuestra tarea es ayudarla en todo lo que esté a nuestro 
alcance. Pero en esto sucede como en la medicina: antes una persona iba al médico cuando estaba 
enferma, ahora va una o dos veces por año para hacerse un chequeo y de esta forma anticiparse a los 
problemas. Tenemos la misma orientación en nuestra tarea parlamentaria: cuando surja un problema 


no queremos llamarla para hacer valer sus responsabilidades, sino que pretendemos llevar adelante 
un trabajo honesto, franco y anticipado. Así hemos actuado en este año y medio que llevamos de 
relacionamiento; sin lugar a dudas así lo hemos hecho en los temas referidos a la vivienda. Se trata de 
un planteo de apoyo: vemos que usted va en el camino correcto y al ser objetada por un jerarca 
tenemos que pedirle que no afloje; los tres elementos que mencionó son correctos y calificadores. 


Estamos ante un tema que lleva sesenta años; no creo que se trate de sesenta años de 
atraso, sino de seis décadas en las que se ha estado discutiendo qué hacer en forma adecuada. ¡Por 
suerte han pasado sesenta años y ojalá que esto lleve muchos más! 


Como dijo la señora Ministra, sin lugar a dudas es vital desafectar la ruta 10 como ruta 
nacional. Eso depende del Ministerio de Transporte y Obras Públicas más que de la Cartera de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, pero es esencial y va a provocar que el lugar sea 
mucho más amigable. No teníamos conocimiento al respecto, pero parece que es muy bueno. Si ese 
es el camino, se está en lo correcto y le agradecemos la información brindada. 


Profundizar los criterios de áreas de protección e integrar la Laguna Garzón al Sistema 
Nacional de Áreas Protegidas es vital, porque eso significa ser socio de un club en el que se pide una 
cantidad de requisitos y esas exigencias nos preocupan. Existe un pedido de ingreso que data del año 
2007; entonces, cuanto antes se haga efectivo, mejor. Esta es una nueva coincidencia con lo 
planteado. 


Por otro lado, sin duda creemos que tiene que haber un ordenamiento general. Es valioso 
que los Gobiernos Departamentales tengan una visión local coincidente en el tema; lo es en lo que 
refiere a la necesidad del puente, que es una decisión nacional, pero no en lo que hace a las directrices 
de ordenamiento territorial. La propia designación que hace la Ordenanza Costera de Rocha es clara y 
se desarrolla sobre la costa. Cuando uno observa las directrices de Maldonado, concluye que se tiene 
una visión que va mucho más hacia el interior. ¿Por qué? Porque cuando se designan las zonas 
urbanas, suburbanas, rurales y rurales potencialmente transformables, se incluye en esta última toda 
una zona que va mucho más hacia el interior, con la evidente intención de sacar presión sobre la costa. 
Nos parece que esas dos tensiones que generan dos miradas locales distintas de ordenamiento 
territorial tienen que ser dirimidas por la mirada país; precisamente, el Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente es el que tiene la mirada país porque es el que decide 
dónde se podría ubicar el puente. Más allá de cualquier ley, este es el gran instrumento que tiene el 
Ministerio a la hora de intervenir. El informe habla de las políticas, de los planes de gestión ambiental 
y del puente sobre la Laguna Garzón, pero también hay un resumen del Ministerio de Transporte y 
Obras Públicas realizado por la Consultora CCI, de febrero de 2011. La figura 25 muestra un 
escenario de urbanización intensiva, pero encontré un puente dibujado que no está en las otras; no es 
el puente sobre la Laguna, sino que va más hacia adentro y eso me llamó mucho la atención. Sería 
bueno saber quién lo puso ahí porque se trata de alguien que tenía otra mirada. 


Lo que el Ministerio tiene hoy no son certezas sino dudas razonables, y nosotros también las 
tenemos. Además, cuando uno mira lo que Uruguay hizo en el pasado, ve que ha tenido aciertos y 
errores. Ojalá la señora Ministra tuviera acceso a los estudios que hizo sobre Villa Serrana el gran 
arquitecto uruguayo Julio Vilamajó, y pudiera ver las directrices de ordenamiento territorial y de 
construcción que dio para ese lugar. Se pueden apreciar la utilización de los materiales, la forma de 
desarrollo, la no afectación de la topografía, los accesos, los ruidos y la paleta de colores a utilizar. Era 
Vilamajó, pero como él hubo muchos. También está lo que hizo Arredondo en Santa Teresa, rescatando 
la fortaleza y acondicionándola para ser utilizada como Parque Nacional; hoy son miles y miles los 
uruguayos que disfrutan ese Parque. 


Quizás el Gobierno ha actuado con dejadez, pero no me refiero a este, al anterior, ni al 
anterior del anterior, sino al Estado en general, porque permitimos que pasara lo que pasó en Cabo 
Polonio, en Valizas o en Aguas Dulces. Hablo también de lo que permitimos que se hiciera en Punta 
del Diablo, aunque creo que con el plan de ordenamiento se empezó a revertir. Hoy vemos allí lo que 
ha significado tener un crecimiento ordenado: generación de trabajo y de valor. Ahí tenemos un 
ejemplo a seguir de ordenamiento costero, con resultados sobre el trabajo, sin otorgar excesivos 
permisos para lograr todo. 


En lo personal tuve que trabajar nuevamente en la ejecución del plan de excedencia donde 
derribamos 45 casas y 50 puestos artesanales sin que nadie se quejara. Los pobladores fueron 
relocalizados y se castigó a los “vivos” que iban a construir para veranear. Podría seguir dando 
ejemplos y hablar de cuando Burnett plantó los pinos, de Lussich en Punta Ballena y de Piria en 
Piriápolis. Latorre tiró abajo la ciudadela de Montevideo y los muros porque consideraba que afectaba 
el crecimiento de la ciudad. ¡Cuánto daríamos hoy para tener ahí la ciudadela como atractivo de la 
ciudad! También podemos citar la Comisión de Patrimonio en Colonia, a Odriozola, a Asungao y al 
Intendente anterior que hicieron una obra maravillosa y no se apresuraron a tomar decisiones como se 
hizo en Montevideo. 


Podríamos seguir durante horas hablando de eso, pero nos parece que no hay que 
apresurarse a tomar decisiones que, sobre todo, pueden ser complicadas. Además, me preocupa que 
se le pregunte a la Facultad adecuada. Lógicamente, el señor Senador Moreira citó un informe de la 
Facultad de Ciencias, pero el ingeniero Lazo dijo que iba a consultar a la Facultad de Ingeniería. Lo 
que pretendemos es que se le pregunte a todos, porque creemos que una mirada abarcadora sería lo 
mejor. Habría que proponer que no solo se consulte al colega ingeniero de la cátedra de mecánica, 
sino hablar de cómo se afectan la laguna y la barra. Me parece que hay que hacerlo. 


Sabemos que todos los informes relativos a estos permisos son del promotor, que los 
presentó al Ministerio de Transporte y Obras Públicas. Por eso es que no nos alcanza con los informes 
de Jawinsky Sociedad Anónima y nos interesa conocer los del Ministerio, que son en los que 
confiamos. 


Señora Ministra: tenga la certeza de que la vamos a dejar trabajar. A nosotros nos pagan un 
sueldo todos los meses para ayudarla a trabajar y para que le vaya mejor. Nuestro trabajo y lo que nos 
fijamos el primer día que nos relacionamos con usted a partir de esta Comisión es tratar de ser 
propositivos y no esperar, como los inspectores de tránsito, atrás de un árbol para multar al que va a 65 
kilómetros en la bajada, cuando la velocidad autorizada es de 60 kilómetros. Lo mejor que nos podría 
pasar es que nunca tengamos que multar. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Quiero hacer algunos comentarios sobre el tema que estamos considerando 
que, no cabe dudas, es bastante difícil y se puede mirar desde muchísimos ángulos. Me parece que 
está bien que se consulte a la Universidad de la República. Creo que un departamento especializado 
en el estudio del ordenamiento territorial es el Instituto de Teoría de la Arquitectura y Urbanismo de la 
Facultad de Arquitectura, pero puede haber otros. También considero correcto incorporar la mirada 
de la Facultad de Ciencias y de cualquier otro ángulo -en este siglo todo es multidisciplinario y todo 
confluye- porque son referencias sólidas que nos puede ayudar a tomar una decisión. En la próxima 
reunión de la Comisión vamos a recibir a los dos Intendentes involucrados porque también es bueno 
tener una mirada local. Obviamente, si nos ponemos en los zapatos de los Intendentes -aquí hay dos 
Senadores que fueron Intendentes- veremos las tensiones que cada departamento tiene con relación a 
su necesidad de desarrollo. 


Me resultó interesante que se explicara cómo se va a dar el desarrollo regional porque no lo 
tenía claro y creo que va a ser lo que, al final de la cuenta, defina la mirada a la que se refería el señor 
Senador Bordaberry, que es la que hay que tener para resolver un tema cuando se da una situación de 
tensión. Me parece que ese es un tema crucial. 


Una vez estudiado este material no descarto que podamos invitar a la Comisión al Ministerio 
de Transporte y Obras Públicas porque también tiene que ver con esto y quizás nos pueda dar otro 
punto de vista. 


Personalmente, considero que la Ley de Ordenamiento Territorial, que tiene una muy corta 
vida, es una buena norma. Debemos tener en cuenta que el diseño de las políticas y su aceptación no 
son sencillos. Todos estamos acostumbrados a las ordenanzas urbanas que están implementadas 
hace muchísimos años, pero las ordenanzas territoriales son mucho más nuevas y a veces generan 
conflictos porque no estamos acostumbrados a pensar el territorio como algo que tiene que funcionar 
colectivamente. 


En verdad, esta sesión de la Comisión ha servido para ilustrarme dado que en ocasiones uno 
sigue los temas por la prensa, pero carece de los fundamentos suficientes. Probablemente luego de las 
otras entrevistas tengamos el panorama más completo y las razones que señala cada Intendente para 
plantear algunas cosas. 


Si los señores integrantes de la Comisión están de acuerdo, sería partidaria de hablar con el 
señor Ministro de Transporte y Obras Públicas para estar al tanto de otra visión que nos permitiera 
completar el panorama y hacernos una idea frente a una decisión que en algún momento se tomará. 
No le pongo fecha porque me parece que cuando las medidas son difíciles de adoptar, más vale 
pensarlas bien. 


Cierto es que no tuve tiempo de repasar el material referido al tema porque desde el día de 
ayer, momento en que lo recibí, hasta hoy, estuve ocupada en otros temas, pero lo voy a leer. De todas 
formas considero que al Ministerio le sirve que intercambiemos ideas porque la mirada del Parlamento 
puede ayudar a dilucidar un problema que no debe tener color político ni comercial. Se trata de un 
asunto que le puede servir al país si lo resolvemos bien; de ahí su importancia. 


SEÑORA MINISTRA.- En ocasiones me cuesta trasmitir lo que quiero decir y quizá mis palabras se 
tomaron con otra óptica. 


Desde el Ministerio hemos abarcado el tema tomando en cuenta todas las medidas 
pertinentes para el mejor equilibrio de esa zona. Consideramos adecuado no profundizar en las 
declaraciones del ingeniero Lazo y solicitamos que nos dejaran trabajar en ese sentido. Esperemos el 
resultado del informe, que es muy concreto puesto que pide, justamente, profundizar en el impacto de 
las cabeceras del puente. Esto nos va a permitir definir con propiedad aquello en lo que el Ministerio no 
tiene en su interna las capacidades técnicas para tomar posición; tengamos en cuenta que sí las tiene 
para evaluar el impacto en lo que es biodiversidad y el ambiente puro de esa zona. 


Esto es lo que quería decir cuando manifesté que no profundicemos. Estamos convencidos 
que esto nos va a dar el mejor marco para tomar la decisión adecuada. Incluso, si consultamos algunas 
posiciones con respecto al impacto del puente, veremos que podemos impulsar medidas de desarrollo 
que impliquen protección. Esa es la línea de trabajo del Ministerio, o sea, no la protección a ultranza 
que implique la no intervención en ningún aspecto, sino generar una estrategia de desarrollo que esté 
bien casada con la protección. Es decir, creemos que hay otra forma de responder. Esto es lo que 
estamos tratando de construir. Debemos ir generando en la práctica antecedentes de un correcto, 
delicado y equilibrado manejo que a veces cuesta encontrar en la costa. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Y más en un país como el nuestro que tiene tanta costa. 


Agradecemos la información brindada y si es necesario los invitaremos a concurrir 
nuevamente. 


Se levanta la sesión. 


(Es la hora 18 y 05 minutos.) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


